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Ejecución de 

Hipoteca 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 

Jueza Romero García y la Jueza Martínez Cordero.  
 

Martínez Cordero, jueza ponente 
 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

Comparece Federal National Mortgage t/c/c Fannie Mae (en 

adelante, parte peticionaria) mediante un recurso de Certiorari para 

solicitarnos la revisión de la Orden emitida el 18 de mayo de 2023,1 

notificada correctamente el 8 de julio de 2024, por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Caguas (en adelante, TPI).2  

Mediante la Orden recurrida, el foro primario declaró Ha Lugar una 

solicitud de retiro de fondos interpuesta por la parte peticionaria.  

Por los fundamentos que expondremos, se expide el auto de 

Certiorari, se modifica la Orden recurrida y, así modificada, se 

confirma.  

I 
 

Tomando como base que el caso ante nuestra consideración 

constituye el tercer recurso apelativo que atiende este Panel,3 y el 

 
1 Apéndice del recurso, a la pág. 138; Véase, además, Sistema Unificado de Manejo 
y Administración de Casos (SUMAC), a la entrada 29.  
2 Apéndice del recurso, a la pág. 188; Véase, además, SUMAC, a la entrada 63.  
3 Véase Resolución emitida el 31 de octubre de 2023 en el alfanumérico 
KLCE202301119 y Sentencia emitida el 12 de junio de 2024 en el alfanumérico 

KLCE202400636. 
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segundo relacionado a la revisión de la Orden emitida el 18 de agosto 

de 2023,4 reseñaremos solo aquellos hechos procesales 

estrictamente atinentes a la controversia de autos. 

Según se desprende de los autos, First Bank Puerto Rico 

presentó una Demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

contra Javier López Budet (en adelante, señor López Budet y/o 

recurrido).5 En lo pertinente, adujo que la parte demandada 

adeudaba la suma de $294,143.82 dólares, así como otras sumas 

de dinero.6 

Luego de varias incidencias procesales, y ante la 

incomparecencia del señor López Budet, allá para el 22 de febrero 

de 2023, el tribunal de instancia notificó una Sentencia en rebeldía,7 

mediante la cual condenó a la parte recurrida a pagar a First Bank 

Puerto Rico la suma de $294,143.82 dólares, la cual fue desglosada 

como sigue:  

La suma de  $233,258.39 en principal, más los 
intereses al 3.625% anual desde el día 1 de diciembre 

de 2019, así como los intereses acumulados y por 
acumularse a partir de esa fecha y hasta el total y 
completo repago de la deuda; cargos por demora 

equivalentes al 5.000% de todos aquellos pagos con 
atrasos en exceso de 15 días calendarios de la fecha de 

vencimiento hasta el total y completo repago de la 
deuda; los créditos accesorios y adelantos hechos en 
virtud de la escritura de hipoteca; $31,961.90, para el 

pago de costas, gastos y honorarios de abogado como 
suma pactada a dichos efectos en el pagaré.  La suma 
de $60,785.43 denominado como balance diferido, no 

generará intereses y sería pagadera a la fecha de 
vencimiento de 1ro de octubre de 2059.8  

 

Según se desprende de la Sentencia, de no hacer efectivo el 

pago de las sumas adeudadas, se ordenaría la venta en pública 

subasta del inmueble objeto del caso del título.9 

 
4 Apéndice del recurso, a las págs. 138 y 188; Véase, además, SUMAC, a las 

entradas 29 y 63. Puntualizamos que, aunque la referida orden indica que fue 

notificada el 22 de mayo de 2023, según reseñaremos más adelante, el 8 de julio 

de 2024, el tribunal de instancia enmendó la notificación, y notificó la Orden 

correctamente a todas las partes. 
5 Apéndice del recurso, a las págs. 1-11.  
6 Íd., a la pág. 3.  
7 Íd., a las págs. 98-101.  
8 Íd., a las págs. 3 y 101.  
9 Íd., a la pág. 101. 
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 Subsiguientemente, la parte peticionaria presentó una Moción 

en solicitud de sustitución de parte, de que se enmiende el epígrafe 

del caso y solicitando ejecución de sentencia.10 En la misma, alegó 

ser la entidad con derecho a exigir el cumplimiento del pagaré que 

hacía referencia la demanda. En respuesta, el 31 de marzo de 2023, 

el foro primario emitió una Orden de ejecución de sentencia y venta 

de bienes.11 Posteriormente, el Mandamiento de ejecución fue 

expedido.12 De ahí, la parte peticionaria presentó un escrito para 

acreditar el cumplimiento con la Regla 51.7 de las de Procedimiento 

Civil.13 

 Así las cosas, el 17 de mayo de 2023, ocurrieron dos (2) 

eventos procesales. El primero fue que la parte peticionaria presentó 

una Moción en solicitud de confirmación de venta judicial, tras 

razonar que la venta judicial en el caso ante nos fue celebrada y que 

la buena pro fue adjudicada. 14 Sobre el particular, el foro primario, 

concedió el remedio solicitado.15  El segundo evento procesal fue que 

la parte peticionaria presentó una Moción en solicitud de retiro de 

fondos.16  Subrayó que, durante el proceso de subasta, a quien se le 

adjudicó la buena pro ofreció la cantidad de $325,600.00 dólares.17 

Acotó que la propiedad objeto del proceso de ejecución se 

encontraba garantizada con un pagaré por la suma de $319,619.00 

dólares cuyo balance al día de la venta judicial era presuntamente 

$368,645.81 dólares.18 A tenor, solicitó que se emitiera un cheque a 

nombre de Federal National Mortgage Associacion t/c/c Fannie Mae 

por la cantidad de $325,600.00 dólares.  

 
10 Apéndice del recurso, a las págs. 102-110.  
11 Íd., a las págs. 111-112.  
12 Íd., a las págs. 113-115.  
13 Íd., a las págs. 116-117; 32 LPRA Ap. V, 51.7. 
14Apéndice del recurso, a las págs. 131-134.  
15 Íd., a las págs. 139-140.  
16 Íd., a las págs. 135-137.  
17 Íd., a la pág. 135. 
18 Íd. 
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 En respuesta, mediante Orden emitida el 18 de mayo de 

202319, notificada originalmente el 22 de mayo de 2023, el tribunal 

de instancia dispuso que la Unidad de Cuentas emitiera un cheque 

a favor de la parte demandante por la suma de $294,142.82 dólares, 

más los intereses que dichos fondos hubiesen generado mientras 

estuviesen depositados en el Tribunal, conforme la Ley Núm. 69 de 

14 de agosto de 1991, Ley para Regular los Depósitos de Fondos 

Públicos y para Proveer sobre su Seguridad.20  

 La antedicha orden, según notificada, fue objeto de revisión 

ante este Panel. Tras juzgar que la notificación de la referida Orden 

no fue realizada a todas las partes, emitimos una Resolución el 31 

de octubre de 2023, en el alfanumérico KLCE202301119, mediante 

la cual se desestimó el recurso por falta de jurisdicción, por ser uno 

prematuro. De ahí, y luego de varios escritos instados por la parte 

peticionaria en los cuales solicitó al foro primario que emitiera una 

nueva orden de pago -para que subsanara la deficiencia en la 

notificación señalada por esta Curia-, finalmente, y en respuesta a 

una Moción en solicitud de que se notifique la orden de retiro 

correctamente, el 8 de julio de 2024, el referido foro enmendó el 

volante de notificación de la Orden emitida el 18 de mayo de 

2023, y todas las partes en el pleito fueron notificadas.21 

Así, pues, el 16 de julio de 2024, la parte peticionaria presentó 

un recurso de Certiorari, en el cual esbozó la comisión del siguiente 

error: 

Erró el TPI al emitir la Orden de Retiro de Fondos por 
una suma menor a la adeudada y reclamada en la 

demanda y concedida en la sentencia.  
 

Mediante Resolución emitida por este Tribunal de Apelaciones 

el 18 de julio de 2024, le concedimos a la parte recurrida hasta el 

 
19 Íd., a la pág. 138; Véase, además, SUMAC, a la entrada 29. 
20 7 LPRA sec. 251 nota et seq.  
21 Apéndice del recurso, a la pág. 188; Véase, además, SUMAC, a la entrada 63. 



 
 
 
KLCE202400792                                 
    

 

5 

29 de julio de 2024, para exponer su posición en cuanto al recurso 

de epígrafe. Habiendo decursado el término concedido a la parte 

recurrida sin que hubiese expuesto su posición en torno al recurso 

instado, procederemos a disponer del recurso sin el beneficio de su 

comparecencia.  

II 
 

A. Expedición del recurso de Certiorari 

El recurso de  Certiorari es un vehículo procesal que permite 

a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior.22  A diferencia del recurso de apelación, el auto de 

Certiorari es de carácter discrecional.23 La discreción ha sido 

definida como “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”.24 A 

esos efectos, se ha considerado que “la discreción se nutre de un 

juicio racional apoyado en la razonabilidad y en un sentido llano de 

justicia y no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna”.25 Por otra parte, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones esgrime que el Tribunal deberá considerar 

los siguientes criterios para expedir un auto de Certiorari:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 

 
22 Rivera et al. v. Arcos Dorados et al., 212 DPR 194, 207 (2023); 800 Ponce de 

León v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020). 
23 Rivera Figueroa v. Joes’s European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
24 Mun. de Caguas v. JRO Construction, Inc. 201 DPR 703, 712 (2019); SLG Zapata-
Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-435 (2013). 
25 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, 435. 
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E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 

 

F. Si la expedición el auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 

 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 26  

 

El Tribunal Supremo de Puerto ha establecido que un tribunal 

revisor no debe sustituir su criterio por el del foro de instancia, salvo 

cuando estén presentes circunstancias extraordinarias o indicios de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto.27 Quiérase decir, 

no hemos de interferir con los Tribunales de Primera Instancia en el 

ejercicio de sus facultades discrecionales, excepto en aquellas 

situaciones en que se demuestre que este último: (i) actuó con 

prejuicio o parcialidad, (ii) incurrió en un craso abuso de discreción,  

o (iii) se equivocó en la interpretación o aplicación de cualquier 

norma procesal o de derecho sustantivo.28  

Por último, advertimos que la denegatoria a expedir un 

recurso discrecional no implica la ausencia de error en el dictamen 

cuya revisión se solicitó, como tampoco constituye una adjudicación 

en sus méritos. Meramente, responde a la facultad discrecional del 

foro apelativo intermedio para no intervenir a destiempo con el 

trámite pautado por el foro de instancia.29 

B. Doctrina de la Ley del Caso  

En lo pertinente al caso de marras, es menester resaltar que 

el Tribunal Supremo ha expresado que, en nuestro ordenamiento 

jurídico, es norma reiterada que los derechos y las obligaciones que 

han sido objeto de adjudicación en el ámbito judicial mediante un 

 
26 4 LPRA Ap. XXII-B, R.40. 
27 Coop. Seguros Múltiples de P.R. v. Lugo, 136 DPR 203, 208 (1994). 
28 Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 DPR 140, 155 (2000).  
29 Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 96 (2008).  
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dictamen final y firme constituyen la ley del caso.30 Quiérase decir, 

para que adquiera carácter de ley del caso, la determinación tiene 

que constituir una decisión final en los méritos de la cuestión 

considerada y decidida.31  

La aludida doctrina aplica a las controversias adjudicadas, ya 

sea por los Tribunales de Primera Instancia como por tribunales 

apelativos.32 Su propósito es que los tribunales se resistan a 

rexaminar asuntos ya considerados dentro de un mismo caso para 

velar por el trámite ordenado y expedito de los litigios, así como 

promover la estabilidad y certeza del derecho.33 Igualmente, esta 

doctrina es “una manifestación necesaria y conveniente del principio 

reconocido de que las adjudicaciones deben tener fin”.34 

Ahora bien, la doctrina de la ley del caso no es inflexible, si el 

tribunal entiende que su determinación previa era errónea o puede 

causar una grave injusticia, podría, en exceptuadas ocasiones, 

aplicar una norma de derecho distinta.35  

III 

 

La parte peticionaria, en su único señalamiento de error, 

sostiene que el foro primario incidió al emitir una orden de retiro de 

fondos por una suma menor a la reclamada y posteriormente 

concedida en la sentencia.  

Según reseñamos, los derechos y las obligaciones que han 

sido objeto de adjudicación en el ámbito judicial mediante un 

dictamen final y firme constituyen la ley del caso.36 Uno de los 

 
30 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, 204 DPR 183, 200 (2020); Cacho Pérez 
v. Hatton Gotay y otros, 195 DPR 1, 8 (2016); Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 
152 DPR 599, 606 (2000). 
31 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, supra, 201; Cacho Pérez v. Hatton Gotay 
y otros, supra, 9; Félix v. Las Haciendas, 165 DPR 832, 843 (2005). 
32 Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, supra, 9. 
33 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, supra, 200-201. Mgmt. Adm. Servs. 
Corp. v. E.L.A., supra, 608. Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755 
(1992).  
34 Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, supra, 10.  
35 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, supra, 201; Cacho Pérez v. Hatton Gotay 
y otros, supra, 9.  
36 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, supra, 200; Cacho Pérez v. Hatton Gotay 
y otros, supra, 8; Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., supra, 606. 
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objetivos de esta doctrina es promover la estabilidad y certeza del 

derecho.37 De manera que obliga tanto al tribunal de instancia como 

a esta Curia a respetar los méritos de la cuestiones consideradas y 

decididas.38   

En el presente caso, el foro recurrido emitió una Sentencia en 

rebeldía en la cual condenó a la parte recurrida, entre otras sumas 

de dinero, a pagarle a la parte peticionaria la cantidad de 

$294,143.82 dólares. Luego de la venta judicial de la propiedad 

objeto de la acción del título, a solicitud de la parte peticionaria, el 

foro primario emitió una Orden en la cual dispuso que la Unidad de 

Cuentas emitiera un cheque a su favor, por la cantidad antes 

señalada. Es menester puntualizar que, en la Sentencia en rebeldía 

el referido foro, al desglosar la cantidad a pagar a la parte 

peticionaria incluyó las siguientes partidas: (i) la suma de 

$233,258.39 dólares en principal; (ii) $31,961.90 dólares, para el 

pago de costas, gastos y honorarios de abogado como suma pactada 

a dichos efectos en el pagaré, y (iii) la suma de $60,785.43 dolares 

en concepto de balance diferido, la cual no generaría intereses y 

sería pagadera a la fecha de vencimiento del 1ro de octubre de 2059. 

Al sumar los antedichos importes, estos sobrepasan los 

$294,143.82 dólares. Por otra parte, es menester apuntalar que en 

el desglose expresado en la Sentencia en rebeldía se incluyeron, 

además: (i) los intereses al 3.625% por ciento anual acumulados y 

por acumularse a partir del 1 de diciembre de 2019 hasta el total 

y completo repago de la deuda; (ii) los créditos accesorios y 

adelantos hechos en virtud de la escritura de hipoteca, y (iii) los 

cargos por demora equivalentes al 5.000% por ciento de todos 

aquellos pagos con atrasos en exceso de 15 días calendarios de la 

 
37 Berkan et al. v. Mead Johnson Nutrition, supra, 200-201. Mgmt. Adm. Servs. 
Corp. v. E.L.A., supra, 608. Núñez Borges v. Pauneto Rivera, supra, 755.  
38 Cacho Pérez v. Hatton Gotay y otros, supra, 9. 
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fecha de vencimiento hasta el total y completo repago de la 

deuda. El anterior desglose no fue tomado en cuenta en el momento 

en que el foro primario emitió la Orden de retiro de fondos que nos 

ocupa. 

 En vista de lo expuesto, coincidimos con la parte peticionaria 

en que la Orden emitida, el 18 de mayo de 2023, y notificada el 8 de 

julio de 2024, por el tribunal a quo, atenta contra la ley de este caso, 

ergo el referido foro cometió el error esgrimido por la parte 

peticionaria. Es por lo anterior que procede la modificación de la 

Orden recurrida. 

IV 

 

 Por los fundamentos que anteceden, se expide el auto de 

Certiorari. Se modifica la Orden emitida el 18 de mayo de 2023, y 

notificada el 8 de julio de 2024, a los fines de que se incluya la 

cantidad por la cual se deberá emitir la orden de pago. Este trámite 

deberá realizarse una vez la parte peticionaria coloque en posición 

al foro primario sobre cuáles son las cuantías adeudadas 

adicionales a los $294,143.82 dólares. Así modificada, se confirma 

la Orden recurrida. En consecuencia, devolvemos el caso al TPI para 

que continue los procedimientos cónsonos a lo aquí resuelto. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 
 


